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RESUMEN: Este trabajo tiene como objeto el estudio de los retos de la utilizacién
de los medios electrénicos, telemdticos e informdticos en el dmbito de la contratacién
pUblica, en el contexto propiciado por la legislacién de procedimiento administrativo
comin y del sector pdblico, asi como la oportunidad que representa la futura transposi-
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system in the context created by the general administrative Law.

Key words: e-Administration; ICTs; public procurement.

(*) Trabajo recibido en esta Revista el 23 de marzo de 2016 y evaluado favorablemente
para su publicacién el 30 de abril de 2016.

(**) Este articulo ha sido realizado en el marco del Proyecto «La contratacién electrénica
en el sector publico. El reto de la innovacién tecnolégica en los contratos piblicos» (19495/
PI/14), financiado por la «Fundacién Séneca. Agencia de Ciencia y Tecnologia de la Regién
de Murcia».

Revista Aragonesa de Administracién Poblica
244 ISSN 2341-2135, nom. 47-48, Zaragoza, 2016, pp. 244-275



RETOS DE LA CONTRATACION PUBLICA ELECTRONICA

I. LA EXISTENCIA DE UN CONTEXTO NORMATIVO, GENERAL Y ESPE-
CIAL, DE MUTACIONES LEGISLATIVAS Y DE TRANSITORIEDAD

1. Reflexiones previas

El régimen juridico de la contratacién pdblica estd contenido en el Texto
Refundido de la Ley de Contratos del Sector Piblico (TRLCSP), aprobado por
Real Decreto Legislativo 3/2011, de 4 de noviembre, y en el Real Decreto
817/2009, de 8 de mayo (RCSP), normas dictadas al amparo de la Directiva
2004/18/CE del Parlamento Europeo y del Consejo de 31 de marzo de 2004,
sobre coordinacién de los procedimientos de adjudicacién de los contratos
pUblicos de obras, de suministro y de servicios, incorporada a nuestro orde-
namiento juridico por el texto legal antecedente al TRLCSP, la Ley 30/2007,
de 30 de octubre, de Contratos del Sector Publico (LCSP) (1).

La citada normativa europea se dicté ante la conveniencia de refundir en
un Unico texto, por motivos de claridad, las modificaciones de las Directivas
del Consejo 92/50/CEE de 18 de junio de 1992, 93/36/CEE y 93/37/CEE
de 14 de junio de 1993, relativas a la coordinacién de los procedimientos de
adjudicacién de los contratos piblicos de servicio, suministro y obras respec-
tivamente, para responder a las exigencias de simplificacién y modernizacién
formuladas por los operadores econémicos y los poderes adjudicadores en el
marco del Libro Verde adoptado por la Comisién el 27 de noviembre de 1996.

Pero lo cierto es que nos encontramos ante un panorama normativo de
mutaciones legislativas que exige un replanteamiento, en términos juridicos,
del uso de los medios electrénicos, telemdticos e informdticos en sede de
contratacién puoblica.

La transitoriedad, a la que se ha hecho referencia, trae causa, en buena
medida, de la necesidad de transposicién del paquete normativo europeo sobre
contratacién publica que ha supuesto la derogacién de la Directiva 2004/18/
CE, es decir, de las Directivas 23/2014/UE —relativa a la adjudicacién de
contratos de concesién—, 24/2014/UE —sobre contratacién piblica y por
la que se deroga la Directiva 2004/18/CE— y 25/2014/UE —concerniente
a la contratacién por entidades que operan en los sectores del agua, la ener-
gia, los transportes y los servicios postales y por la que se deroga la Directiva
2004/17/CE—, en las que se apuesta de manera contundente por el empleo
de las TICs en este sector, como se expondrd mds adelante (2).

(1) La LCSP ha sido derogada por el TRLCSP en su disp. 0nica derogatoria que hace
lo propio con los articulos 253 a 260 del Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio.
Respecto de las reglas de la contratacién piblica electrénica contenidas en la LCSP, vid.
E. Gamero Casapo (2008: pp. 103-138). Vid., también, sobre este texto legal, J. Punzon
MoraLeDA y F. SANCHEZ RopRriGUEZ (2009); y M.M? RAZQUIN LizaRRAGA (2011: pp. 53-89).

(2) Acerca del alcance del paquete normativo europeo, vid. R. Martinez Guriérrez (2015).
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Pero mds aln, recientemente se han aprobado dos textos legales que
vienen a sustituir a la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Juridico
de las Administraciones Poblicas y del Procedimiento Comin (LRJ-PAC): la Ley
39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento Administrativo Comdn de las
Administraciones Piblicas (LPC), y la Ley 40/2015, de la misma fecha, de
Régimen Juridico del Sector Pdblico (LRJSP).

Es oportuno resaltar que la LRJSP ha introducido cambios en el articulado
del TRLCSP, asi como las disposiciones transitoria décima y adicional trigésimo
sexta, esta Ultima dedicada a la creacién de la Oficina Nacional de Evaluacién,
que tiene como finalidad analizar la sostenibilidad financiera de los contratos
de concesiones de obras y de servicios pdblicos.

Se ha de destacar, asimismo, que la LPC deroga la Ley 11/2007, de
22 de junio, de acceso electrénico de los ciudadanos a los Servicios publicos
(LAE) (3), norma que incorporé a nuestro ordenamiento la Directiva 2006/123/
CE, relativa a los servicios en el mercado interior, por la que se ordenaba a
los Estados miembros facilitar tanto el acceso electrénico a los trdmites rela-
cionados con las actividades de servicios como a la informacién de interés
para los prestadores y para los destinatarios de los mismos. La LAE ha sido
desarrollada parcialmente por el Real Decreto 1671/2009, de 6 de noviembre,
reglamento también derogado en parte por la LPC.

No obstante, es conveniente puntualizar que la entrada en vigor de la
LPC y de la LRJSP no se producird hasta transcurrido un afio de su publicacién
en el BOE, con cardcter general, es decir, el 2 de octubre de 2016; si bien,
se ha de advertir que las previsiones contenidas en la LPC relativas al registro
electrénico de apoderamientos, registro electrénico, registro de empleados
pUblicos habilitados, punto de acceso general electrénico de la Administracién
y archivo Unico electrénico, materia que se abordard més adelante, producirdn
efectos a los dos afios de la entrada en vigor de la Ley.

Por ofra parte, la LRISP contiene una serie de especificidades en relacién
a la entrada en vigor que se obvian en el texto del cuerpo de este articulo en
atencién a su objeto (4), a excepcién de las relativas a la contratacién piblica,

(3) Un andlisis de la LAE se encuentra en E. Gamero Casapo y J. VaLEro Torrios (2010).

(4) Es necesario sefialar que la disp. final decimoctava especifica, en atencién a la
materia, la entrada en vigor de la misma: « 1. La presente Ley entrard en vigor al afio de su
publicacién en el «Boletin Oficial del Estado», a excepcién del punto cuatro de la disposicién
final quinta, de modificacién de la Lley 22/2003, de 9 de julio, Concursal, de los puntos
uno a once de la disposicién final novena, de modificacién del Texto Refundido de la Ley
de Contratos del Sector Piblico, aprobado por Real Decreto legislativo 3/2011, de 14 de
noviembre y la disposicién final decimosegunda, de restitucién o compensacién a los partidos
politicos de bienes y derechos incautados en aplicacién de la normativa sobre responsabilida-
des politicas que entrardn en vigor a los veinte dias de su publicacién en el «Boletin Oficial
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cuya entrada en vigor se ha producido a los veinte dias de la publicacién en
el BOE, menos lo ordenado en la de la disposicién trigésimo sexta sobre la
Oficina Nacional de Evaluacién.

Lo que es indudable es que la LAE supuso un avance significativo en mate-
ria de acceso a la informacién (5), al regular los derechos de los ciudadanos
en sus relaciones con la Administracién: el pleno respeto a la privacidad de
aquellos datos que se incorporan a un expediente concreto (6); la eleccidn
del canal correspondiente; el no aportar datos que estén en poder de ésta; a
obtener copias electrénicas de los documentos de tal cardcter y a conocer el
estado de la tramitacién de los procedimientos en que sean interesados; a la
conservacién por la Administracién de los documentos electrénicos que formen
parte de un expediente; a acceder a los medios de identificacién electrénica y
a la utilizacién de cualesquiera sistemas de firma admitidos en el dmbito de las
Administraciones Piblicas (7); a la garantia de seguridad y confidencialidad
de los datos existentes en ficheros, sistemas y aplicaciones; y, finalmente, a la
calidad de los servicios prestados por medios electrénicos (8).

El objetivo de la LAE no ha sido otro que facilitar el ejercicio de dere-
chos y el cumplimiento de deberes por medios electrénicos y el acceso de los
ciudadanos por los citados cauces a la informacién y al procedimiento, en un
intento de crear las condiciones de confianza en el uso de las TICs mediante
el establecimiento de medidas para la preservacién de la integridad de los

del Estado», y el punto doce de la misma disposicién final novena, que lo haré a los seis
meses de la citada publicacién en el «Boletin Oficial del Estado», 2. No obstante, entrardn
en vigor el dia siguiente al de su publicacién en el «Boletin Oficial del Estado», la disposicién
final primera, de modificacién de la Ley 23/1982, de 16 de junio, reguladora del Patrimonio
Nacional, la disposicién final segunda, de modificacién del Real Decreto-ley 12/1995, de
28 de diciembre, sobre medidas urgentes en materia presupuestaria, tributaria y financiera,
los puntos uno a tres de la disposicién final quinta, de modificacién de la Ley 22/2003, de
9 de julio, Concursal, la disposicién final séptima, de modificacién de la Ley 38/2003, de
17 de noviembre, General de Subvenciones y la disposicién final undécima, de modificacién
de la ley 20/2015, de 14 de julio, de ordenacién, supervisién y solvencia de las entidades
aseguradoras y reaseguradoras. 3. La disposicién final décima de modificacién de la dispo-
sicién adicional décima tercera de la ley 17/2012, de 27 de diciembre, de Presupuestos
Generales del Estado para el afio 2013, entrard en vigor el dia siguiente al de su publicacién
en el «Boletin Oficial del Estado», sin perjuicio de que los apartados Uno, primer y segundo
pdrrafo; Dos; Tres, pdrrafos primero y segundo; Cuatro; Cinco, pdrrafos primero a cuarto y,
Seis, surtirdn efectos a partir del 1 de enero de 2013, y de lo dispuesto en el apartado Siete».

(5) Vid., en este sentido, J. VALERO Torrios (2015: pp. 29-46).

(6) Vid. articulo 32 de la LAE.

(7) La LAE, derogada por la LPC, regula la firma electrénica, al margen del Anexo
dedicado a precisar conceptos juridicos, en miltiples preceptos: 8.2.h), 13 y ss. y 36, régimen
juridico que completa la Ley 59/2003, de 19 de diciembre, de Firma Electrénica. Sobre el
régimen juridico de la firma electrénica, vid. A. MercHAN MuriLo (2016).

(8) Vid. el articulo 6 de la LAE.
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derechos fundamentales —en especial, los de intimidad y proteccién de datos
de cardcter personal—, garantizando la seguridad de los sistemas, los datos,
las comunicaciones y los servicios electrénicos.

Se ha tratado, por tanto, de potenciar, entre otros, los principios de proxi-
midad al ciudadano, simplificacién de procedimientos, eficiencia, eficacia y
transparencia de la Administracién (9).

En todo caso, se ha de tener presente que la utilizacién de las tecnolo-
gias de la informacién exige la garantia por parte de las Administraciones
Piblicas de la igualdad en las relaciones, la accesibilidad, la responsabilidad,
la calidad y seguridad en la veracidad y autenticidad de la informacién y
de los servicios, el mantenimiento de la integridad de las garantias juridicas
de los ciudadanos establecidas en la LR-PAC —y a corto plazo en las leyes
estatales que la sustituyen—, la cooperacién, la neutralidad tecnolégica, la
adaptabilidad al progreso de las técnicas y de los sistemas de comunicaciones
electrénicas, la independencia en la eleccién de las alternativas tecnolégicas
por los ciudadanos y por la Administracién, asi como la libertad de desarrollar
e implantar los avances que se produzcan en un dmbito de libre mercado (10).

La norma objeto de estudio contiene, de un lado y en un Anexo, las defi-
niciones de actuacién administrativa automatizada, aplicacién, aplicacién de
fuentes abiertas, autenticacién, canales, certificado electrénico, certificado elec-
trénico reconocido, ciudadano, direcciéon electrénica, documento electrénico,
firma electrénica, firma electrénica avanzada, firma electrénica reconocida,
interoperabilidad, medio electrénico, punto de acceso electrénico y sistema de
firma electrénica; y, de ofro y en un capitulo independiente, las disposiciones
comunes a las formas de identificacién y autenticacién de los ciudadanos y de
las Administraciones Publicas de conformidad con las previsiones contenidas
en la Ley 59/2003, de 19 de diciembre, de Firma Electrénica, materia esta
dltima que se aborda en un epigrafe posterior (11).

Asimismo, la LAE regula la creacién y funcionamiento de los registros
electrénicos y el cémputo de los plazos en relacién a éstos, asi como las comu-
nicaciones y las nofificaciones por medios electrénicos cuando el interesado
hubiera sefialado o consentido dicho medio como preferente (12).

(9) Vid. articulo 3 de la LAE.

(10) Respecto de los principios que han de presidir el acceso electrénico, vid. arficulo
4 de la LAE.

(11) En esta materia se ha de atender, también, a lo dispuesto en las Leyes 34/2002,
11 de julio, de Servicios de la Sociedad de la Informacién y de Comercio Electrénico, y
56/2007, de 28 de diciembre, de medidas de impulso de la Sociedad de la Informacién

(12) Vid. articulos 27 y 28 de la LAE. El régimen juridico de las notificaciones por
medios electrénicos estd contenido en el articulo 43 de la LPC.
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Un capitulo independiente se dedica a la cooperacién interadministrativa
y, a tales efectos, se configura al Comité Sectorial de Administracién Electrénica
—dependiente de la Conferencia Sectorial de Administracién Piblica— como el
érgano técnico de cooperacién entre las Administraciones estatal, autonémica 'y
local que, a tal fin, ha de preparar planes y programas conjuntos de actuacién
para impulsar el desarrollo de la Administracién electrénica en Espafa (13).

La LAE, ademds, articula el Esquema Nacional de Interoperabilidad, el
Esquema Nacional de Seguridad y todo lo referente a la reutilizacién de apli-
caciones y transparencia de tecnologias (14).

De este modo y ex articulo 45, las Administraciones titulares de los dere-
chos de propiedad intelectual de aplicaciones, desarrolladas por sus servicios o
que hayan sido objeto de contratacién, podrdn ponerlas a disposicién de cual-
quier Administracién sin contraprestacién y sin necesidad de convenio. Incluso,
las citadas aplicaciones podrdn ser declaradas fuentes abiertas cuando de ello
se derive una mayor transparencia administrativa o se fomente la incorporacién
de los ciudadanos a la Sociedad de la Informacién. Es necesario sefalar que
esta materia, es decir, las relaciones electrénicas entre Administraciones, se
regula, de modo similar, en los articulos 155 a 158 de la LRJSP.

Por ofra parte, no puede finalizarse este epigrafe introductorio sin una
referencia a la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a
la informacién piblica y buen gobierno (LTBG) (15), en la medida que contiene
determinadas especificidades sobre contratacién pdblica. En efecto, este texto
legal establece la obligatoriedad de hacer piblica la informacién relativa a
la contratacién del sector publico que se relaciona seguidamente: todos los
contratos —con indicacién del objeto, duracién, el importe de licitacién y de
adjudicacién—, el procedimiento utilizado para su celebracién, los instrumentos
a través de los que, en su caso, se han publicitado, el nimero de licitadores
participantes en el procedimiento, la identidad del adjudicatario, las modifica-
ciones del contrato y las decisiones de desistimiento y renuncia (16).

(13) Vid. articulo 40 de la LAE.

(14) Se ha de tener presente que la Administracién estatal estd obligada a mantener
—a través de un centro para la transferencia de la tecnologia— un directorio general de
aplicaciones susceptibles de reutilizacién —con independencia del deber de las distintas
Administraciones de mantener directorios actualizados—, a prestar asistencia técnica e impul-
sar el desarrollo de aplicaciones, formatos y estandares comunes de especial interés para el
desarrollo de la Administracién electrénica.

(15) Vid., sobre la LTBG, S. FERNANDEZ RAMOS y J.M®. PErRez MONGUIO (2014); M. FERNAN-
DEZ SAMERON y J. VaLero Torriuos (2014); E. GuicHot Reina (2014); y J.L. PIRAR MaRAs (2014:
pp. 1-19).

(16) Vid. articulo 8.1.a) de la LTBG.

Revista Aragonesa de Administracién Poblica
ISSN 2341-2135, nom. 47-48, Zaragoza, 2016, pp. 244-275 249



MARIA FUENSANTA GOMEZ MANRESA

No estd de mds recordar que la LTBG tiene como objetivos incrementar y
reforzar la transparencia en la actividad poblica —que se articula a través de
obligaciones de publicidad activa para todas las Administraciones y entidades
pUblicas—, reconocer y garantizar el acceso a la informacién, y delimitar las
obligaciones de buen gobierno que deben cumplir los responsables publicos,
asi como las consecuencias juridicas derivadas de su incumplimiento.

A este respecto, no puede obviarse el «Informe sobre la lucha contra la
corrupcién» de la Comisién Europea de 3 de febrero de 2014, en el que se
pone de manifiesto la necesidad de paliar normativamente los efectos de la
falta de transparencia y la corrupcién que ha caracterizado a la contratacién
pUblica en los dltimos afios y que, segin estimaciones de la Comisién, se con-
creta anualmente, en pérdidas para la ciudadania, en unos 120.000 millones
de euros (17).

La situacién expuesta exige, en definitiva, normas de integridad mas
rigurosas y mejores mecanismos de control (18) y, sin duda, la transposicidn
del paquete normativo europeo constituye una oportunidad para acometer esta
tarea, en la medida que marca el reto de la implementacién generalizada de
las TICs, herramientas que pueden ser de gran utilidad, en especial, en todo
lo relativo al acceso a la informacién y la necesaria publicidad de distintos
extremos relacionados con la contratacién publica.

Realizadas las puntualizaciones oportunas, veamos, pues, la traslacién
y el tratlamiento que se da a las disposiciones relativas a la utilizacién de los
medios electrénicos, telemdticos e informdticos en el sector piblico, en la LPC
y en la LRJSP, sin perjuicio del alcance que estos textos legales puedan tener
en un futuro, una vez se efectie la transposicién de la normativa comunitaria
sobre contratacién piblica, teniendo presente que, hasta la fecha, la legisla-
cién especial ha otorgado a la LAE una eficacia limitada al atribuirle cardcter
supletorio (19).

(17) Vid. el «Informe de Fiscalizacién relativa a la Contratacién del Sector Pdblico
estatal celebrada durante el ejercicio 2012», aprobado por el Pleno del Tribunal de Cuentas
el 20 de diciembre de 2014.

(18) A este respecto, vid. A. CerriLLlo | MArTiNEZ (2014); y J.M°. Gimeno Feuu (2010:
pp. 517-535).

(19) Vid., en cuanto a la aplicacién de la LAE en sede de contratacién pdblica, I. MArTiN
Dewcapo (2011: pp. 379-412).
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2. La transposicion de las Directivas europeas sobre contrataciéon
publica: una oportunidad para el impulso de la efectiva imple-
mentacién de las TICs

El régimen juridico de la contratacién pdblica, como ya se ha puesto de
manifiesto, se encuentra en el TRLCSP. El texto legal antecedente, la LCSP (20),
incorporé al ordenamiento juridico espafiol la Directiva 2004/18/CE del Par-
lamento Europeo y del Consejo de 31 de marzo de 2004, sobre coordinacién
de los procedimientos de adjudicacién de los contratos piblicos de obras, de
suministro y de servicios, que desarrolla los articulos 47.2, 55 y 95 del Tra-
tado constitutivo de la Comunidad Europea. Esta directiva, que estaba basada
en la jurisprudencia del Tribunal de Justicia, establecia que la adjudicacién
de contratos por cuenta de las autoridades estatales, regionales o locales
y ofros organismos de derecho publico, estaba supeditada al acatamiento
de los principios del Tratado de libre circulacién de mercancias, libertad de
establecimiento y libre prestacién de servicios, y de los que derivan de las
mencionadas libertades, como son los de igualdad de trato, no discriminacién,
reconocimiento mutuo, proporcionalidad, transparencia y, en el supuesto de
contratos que superen determinadas cantidades, el de competencia (21).

El nuevo paquete normativo europeo se enmarca en la Estrategia europea
de contratacién electrénica contenida en la Comunicacién de la Comisién COM
(2012) 179 final, de 20 de abril de 2012, que tiene como objetivo apoyar la
transicién hacia la plena contratacién electrénica, por el ahorro que supone
para el sector piblico, por la répida recuperacién de los costes de inversién
y por los beneficios ambientales que reporta, por la disminucién del consumo
de papel y de transporte, y del costoso espacio de archivo con su consumo
de energia auxiliar, lo que contribuye al objetivo de crecimiento sostenible de
la Estrategia UE 2020 (22).

Se pone de manifiesto, igualmente, que el uso de las TICs en la contrata-
cién publica favorece la transparencia y la competencia transfronteriza (23),

(20) La LCSP ha sido derogada por el TRLCSP en su disp. Gnica derogatoria que hace
lo propio con los articulos 253 a 260 del Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio.

(21) Vid., en relacién al impulso dado por el Derecho europeo a la contratacién elec-
trénica, |. Gateco Corcoles (2009: pp. 43-54).

(22) COM (2010) 2020 final, «A strategy for smart, sustanaible and inclusive growth»
(«Estrategia para un crecimiento inteligente, sostenible e integrador»), que tiene como objetivo
la consecucién de un alto nivel de empleo, productividad y cohesién social en el seno de la
Unién Europea.

(23) Es conveniente clarificar que el modelo de Estado espafiol implica un régimen
juridico diverso fruto del ejercicio de los distintos tipos de competencia de las Comunidades
Auténomas. Sirva de ejemplo la normativa autondmica en la materia que se relaciona segui-
damente: Aragén, Ley 3/2011, de 24 de febrero; Castilla La Mancha, Decreto 54/2011,
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la innovacién y el crecimiento del mercado dnico, asi como la simplificacién
procedimental.

De esto modo, se propone, para la consecucién de la plena implantacién
de los medios electrénicos, telemdticos e informdticos, en un plazo de dos afios
—«salvo circunstancias debidamente justificadas», expresion con la que se deja
un amplio margen para la motivacién—, la obligatoria aplicacién en algunas
de las fases de contratacién publica: la e-notificacién, la plena disponibilidad
de los anuncios de licitacién y la presentacién electrénica de las ofertas de
las centrales de compras.

Dicha Comunicacién contiene una serie propuestas referidas a ciertos
procedimientos y herramientas simplificados como los sistemas dindmicos de
contratacién, las e-subastas, los e-catdlogos, los certificados y declaraciones
electrénicos (e-CERTIS), respecto de los que se anuncia la emisién de un listado,
en términos de equivalencia en los distintos Estados, para proporcionar una
mayor claridad y seguridad juridica, especialmente en términos de cooperacién
transfronteriza.

Es oportuno apuntar que la Directiva 2014/24/UE, en su Considerando
87, insiste en la necesidad de implantacién del e-Certis, en atencién a que la
Comisién facilita y administra este sistema electrénico, cuyo objetivo es faci-
litar el intercambio de certificados y demds pruebas documentales a menudo
solicitadas por los poderes adjudicadores.

Por tanto, la norma europea establece la obligatoriedad del manteni-
miento del sistema desde la conciencia de que «de la experiencia adquirida
hasta la fecha se infiere que la actualizacién y la verificacién voluntarias son
insuficientes para que el e-Certis desarrolle todo su potencial de simplificacién
y facilitacién de los intercambios de documentos en beneficio de las PYME en
particular»; si bien, lo més relevante es que demora su uso imperativo para
una etapa posterior.

No obstante, un avance en este sentido se produce con la regulacién
del «Documento europeo Unico de contratacién» (24) que, en el momento de
la presentacién de las solicitudes de participacién o las ofertas, los poderes
adjudicadores aceptarén como prueba preliminar. Este consiste en una decla-
racién actualizada del interesado, en sustitucién de los certificados expedidos
por las autoridades publicas o por terceros que confirmen que el operador

de 17 de mayo; Cataluiia, Ley 29/2010, de 3 agosto, Orden ECF/457/2010, de 29 de
septiembre, Orden ECF/193/2008, de 29 de abril, y Decreto 96/2004, de 20 de enero;
Galicia, Decreto 3/2010, de 8 de enero; Madrid, Decreto 4 de octubre de 2006; Navarra,
Ley Foral 6/2006, de 9 de junio; Pais Vasco, Orden de 16 de agosto de 2004.

(24) Vid., sobre el documento Gnico europeo, los articulos 59 a 61 de la Directiva
2014/24/UE.
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econémico (25) en cuestiéon cumple las condiciones que se exponen segui-
damente: que no se encuentra en ninguna de las situaciones de exclusién o
posible exclusién de los operadores econémicos del articulo 57; que observa
los criterios de seleccién pertinentes establecidos de conformidad con el articulo
58; que, cuando proceda, respeta las normas y los criterios objetivos que se
hayan fijado con arreglo al articulo 65 (26).

El documento europeo Gnico de contratacién, que se ofrecerd Gnicamente
en formato electrénico, consiste en una declaracién formal del operador econé-
mico que indique que no es de aplicacién el motivo de exclusién pertinente y/o
que se cumple el criterio de seleccién oportuno, y que facilite la informacién
correspondiente segin lo requiera el poder adjudicador (27).

El mencionado documento ha de precisar, también, la autoridad piblica o
el tercero encargado de determinar los documentos justificativos, e incluir una
declaracién formal en el sentido de que el operador econémico podrd, previa
peticién y sin demora, proporcionar dichos documentos. Sin embargo, se ha
de clarificar que, en el caso de que el poder adjudicador pueda obtener éstos
directamente accediendo a una base de datos, el documento europeo Unico
de contratacién detallard la informacién necesaria a tal fin, como la direccién
de internet, todos los datos de identificacién y, en su caso, la necesaria decla-
racién de consentimiento.

Se prevé, ademds, que los operadores econémicos puedan volver a uti-
lizar el documento europeo Unico de contratacién, que hayan empleado en
una contratacién determinada, para ulteriores procedimientos de contratacién,
siempre que confirmen que la informacién en él contenida sigue siendo correcta.
A este respecto, habrd que esperar a la transposicién de la norma comunitaria
para confirmar si las futuras disposiciones sobre esta materia defterminan un
régimen juridico especial de aplicacién prevalente sobre el régimen juridico
general contenido en la LPC —objeto de estudio en el epigrafe siguiente—,
sin perjuicio de las posibles remisiones que pudieran efectuarse a dicho texto
legal o la fijacién de su cardcter supletorio.

Ha de resaltarse el hecho de que, en el marco de la Directiva, un poder
adjudicador podrd pedir a los candidatos y licitadores que presenten la tota-

(25) El articulo 2.10 de la Directiva 2014,/24/UE define el operador econémico como
«una persona fisica o juridica, una entidad publica, o una agrupacién de tales personas o
entidades, incluidas las agrupaciones temporales de empresas, que ofrezca en el mercado
la ejecucién de obras o una obra, el suministro de productos o la prestacién de servicios».

(26) La Directiva 2014/24/UE concreta que si el operador econémico recurre a las
capacidades de ofras entidades con arreglo al articulo 63, el documento europeo Gnico de
contratacién contendrd asimismo la informacién a la que se ha hecho referencia en lo que
respecta a dichas entidades.

(27) Vid. articulo 59.2 de la Directiva 2014/24/UE.
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lidad o una parte de los documentos justificativos en cualquier momento del
procedimiento cuando resulte necesario para garantizar el buen desarrollo del
mismo, aunque los operadores econémicos no estardn obligados a aportar
documentos justificativos u otras pruebas documentales ni cuando el poder
adjudicador que haya adjudicado el contrato o celebrado el acuerdo marco
ya posea dicha documentacién, ni en el supuesto y en la medida que el poder
adjudicador tenga la posibilidad de obtener los certificados o la informacién
pertinente accediendo directamente a una base de datos nacional de cualquier
Estado miembro de la Unién Europea que pueda consultarse de forma gratuita,
como un registro nacional de contratacién publica, un expediente virtual de
la empresa, un sistema de almacenamiento electrénico de documentos o de
precalificacién. No es superfluo sefialar que estas determinaciones estan en
consonancia con el régimen juridico contenido en la LPC relativo a la aporta-
cién de documentos por el interesado en un concreto procedimiento, como se
explica en el préximo apartado.

La Directiva, por ofro lado, obliga a los Estados a publicar en el depésito
de certificados en linea e-Certis la lista completa y actualizada de las bases
de datos, que contengan informacién de interés sobre los operadores econémi-
cos, que puedan ser consultadas por los poderes adjudicadores de los demds
Estados miembros, debiendo cada uno de éstos comunicar a los demds, si asi
lo solicitan, cualquier informacién relativa a las bases de datos mencionadas.

Se trata, en definitiva, de eliminar barreras y de evitar la fragmentacién
del mercado que puede surgir de la existencia de una amplia variedad de
sistemas, situacién que exige, sin duda, la creacién de un marco juridico eficaz.

La Directiva, en aras a favorecer la interoperabilidad, insta a los poderes
adjudicadores a utilizar, salvo en determinadas situaciones especificas, medios
de comunicacién electrénicos que deben ser no discriminatorios, estar disponi-
bles de forma general y ser interoperables con los productos de las TIC de uso
general, a los efectos de no restringir el acceso de los operadores econémicos
al procedimiento de licitacién.

Asi pues, se impone el uso obligatorio de los medios electrénicos en
todas las fases del procedimiento de contratacién piblica, excepto cuando su
utilizacién requiera instrumentos especializados o formatos de ficheros que no
estuvieran disponibles de forma general o cuando la comunicacién en cuestién
solo pudiera manejarse utilizando equipos ofiméticos especializados, asi como
cuando sea preciso para proteger el carécter particularmente sensible de una
informacién, de manera similar a la regulacién derogada.

Lo cierto es que la regulacién europea contiene un doble reto: por un
lado y con cardcter general, la implantacién generalizada de las TICs, siendo
obligado su empleo para el anuncio de los procedimientos de licitacién, para
efectuar las notificaciones y para recibir las ofertas de las empresas licitado-
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res; y, por otro, la simplificacién procedimental y la fijacién de un documento
Unico de contratacién piblica basado en declaraciones del propio empresario,
reduciendo, de este modo, la carga burocrdtica de las empresas licitadoras.

Il. NOVEDADES EN LA LEGISLACION ADMINISTRATIVA GENERAL
DE ESPECIAL INCIDENCIA EN LA CONTRATACION PUBLICA ELEC-
TRONICA

1. Aproximaciéon a la cuestion

Efectuadas una serie de reflexiones previas a fin de delimitar los anteceden-
tes y el estado de la cuestién, en las que se ha incidido en el papel desempe-
fiado por la LAE, se ha de reiterar que la LPC deroga dicha norma e incorpora
en su propio texto las disposiciones normativas referidas al acceso electrénico
de los ciudadanos a los servicios piblicos a fin de paliar la deficiencia de que
adolecia la regulacién en la materia de dispersién normativa y de superposicién
de distintos regimenes juridicos procedente de la aprobacién sucesiva de textos
legales como los que se sefialan seguidamente: la Ley 17/2009, de 23 de
noviembre, sobre libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio; la
ley 2/2011, de 4 de marzo, de Economia Sostenible; la Ley 20/1013, de 9
de diciembre, de garantia de la unidad de mercado; o la LTBG.

La propia LPC constata que resulta clave contar con una nueva Ley que
sistematice toda la regulacién relativa al procedimiento administrativo, que
clarifique e integre el contenido de la LRJ-PAC y de la LAE, y profundice en
la agilizacién de los procedimientos con un pleno funcionamiento electrénico.

Pero lo cierto es que la materia objeto de estudio exige la referencia a
la LRJISP que, en su articulo 3.2, dispone que «Las Administraciones Publicas
se relacionardn entre si y con sus drganos, organismos publicos y entidades
vinculados o dependientes a través de medios electrénicos, que aseguren la
interoperabilidad y seguridad de los sistemas y soluciones adoptadas por
cada una de ellas, garantizardn la proteccién de los datos de cardcter per-
sonal, y facilitardn preferentemente la prestacién conjunta de servicios a los
interesados» (28).

Ademds, la LRJSP regula otras cuestiones como el archivo electrénico de
los documentos (29) o la sede electrénica, es decir, la «direccién electrénica,

(28) El articulo 17 de la LRISP contiene el régimen de las sesiones de los érganos
colegiados presenciales o a distancia, estas Ultimas mediante la utilizacién de medios electré-
nicos, telefénicos y audiovisuales; mientras que el articulo 18 del mismo texto legal delimita
las especificaciones relativas al acta con mencién expresa al uso de los medios electrénicos.

(29) El articulo 46 de la LRISP regula el archivo electrénico de los documentos del
siguiente modo: « 1. Todos los documentos utilizados en las actuaciones administrativas se alma-
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disponible para los ciudadanos a través de redes de telecomunicaciones, cuya
titularidad corresponde a una Administracién Piblica, o bien a una o varios
organismos publicos o entidades de Derecho Piblico en el ejercicio de sus
competencias», cuyo establecimiento conlleva la responsabilidad del titular
respecto de la integridad, veracidad y actualizacién de la informacién y de los
servicios a los que pueda accederse a través de la misma, asi como la suje-
cién a los principios de transparencia, publicidad, responsabilidad, calidad,
seguridad, disponibilidad, accesibilidad, neutralidad e interoperabilidad (30).

El texto legal que nos ocupa regula, igualmente, el portal de internet como
el punto de acceso electrénico cuya titularidad corresponde a una Adminis-
tracién Piblica, organismo publico o entidad de Derecho Piblico que permite
el acceso a través de internet a la informacién publicada y, en su caso, a la
sede electrénica correspondiente.

Finalmente, se ha de constatar que la referencia a la LPC y LRJSP no
evita que haya que acudir a ofros textos normativos, como por ejemplo a la
Ley 56/2007, de 20 de diciembre, de Medidas de Impulso de la Sociedad
de la Informacién, en tanto que dispone, en su articulo 1, que la facturacién
electrénica en el marco de la contratacién con el sector piblico estatal serd
obligatoria en los términos que se establezcan en la Ley reguladora de la con-
tratacién en el sector piblico y en su normativa de desarrollo —cuyo estudio
excede del objeto de este articulo—.

Llegados a este punto, procede abordar el contenido de la LPC y LRJSP
de especial incidencia en sede contratacién piblica electrénica; si bien, la
evidencia del presente contexto normativo lleva a afirmar, aprioristicamente,
que se ha de excluir la existencia de un régimen completo y unificado.

cenardn por medios electrénicos, salvo cuando no sea posible. 2. Los documentos electrénicos
que contengan actos administrativos que afecten a derechos o intereses de los particulares
deberdn conservarse en soportes de esta naturaleza, ya sea en el mismo formato a partir
del que se originé el documento o en ofro cualquiera que asegure la identidad e integridad
de la informacién necesaria para reproducirlo. Se asegurard en todo caso la posibilidad de
trasladar los datos a otros formatos y soportes que garanticen el acceso desde diferentes
aplicaciones. 3. Los medios o soportes en que se almacenen documentos, deberdn contar con
medidas de seguridad, de acuerdo con lo previsto en el Esquema Nacional de Seguridad, que
garanticen la integridad, autenticidad, confidencialidad, calidad, proteccién y conservacién de
los documentos almacenados. En particular, asegurardn la identificacién de los usuarios y el
control de accesos, el cumplimiento de las garantias previstas en la legislacién de proteccién
de datos, asi como la recuperacién y conservacién a largo plazo de los documentos electrs-
nicos producidos por las Administraciones Piblicas que asi lo requieran, de acuerdo con las
especificaciones sobre el ciclo de vida de los servicios y sistemas utilizados».

(30) Vid. articulo 38 de la LRJSP.
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2. La apuesta por la simplificacién en el reciente régimen juridico
de la identificaciéon y firma electrénicas

La LPC distingue entre identificacién y firma electrénicas, materia objeto
del Reglamento 210/2014, de 23 de julio, del Parlamento Europeo y del Con-
sejo, relativo a la identificacién electrénica y los servicios de confianza para
las transacciones electrénicas en el mercado interior y por el que se deroga
la Directiva 1999/93/CE.

En efecto, la LPC apuesta por la simplificacién de los medios para acreditar
la identificacién y firma electrénicas de modo que, con cardcter general, sélo
serd necesaria la primera, exigiéndose la segunda cuando deba acreditarse
la voluntad y consentimiento del interesado.

La norma en cuestién establece un conjunto minimo de categorias de
medios de identificacién y firma a utilizar por todas las Administraciones: los
sistemas de firma electrénica reconocida o cuadlificada y avanzada basados
en certificados electrénicos cualificados de firma electrénica, que comprenden
tanto los certificados electrénicos de persona juridica como los de entidad sin
personalidad juridica; los sistemas de sello electrénico reconocido o cualificado
y de sello electrénico avanzado fundados en certificados cualificados de sello
electrénico; asi como cualquier ofro sistema que las Administraciones Piblicas
consideren vélido, en los términos y condiciones predeterminados, aceptdn-
dose cualquiera de los sistemas de firma admitidos y de clave concertada, y
cualquier otro aceptado por las Administraciones Pdblicas.

En cuanto a la identificacién, la LPC dispone que las distintas Admi-
nistraciones estan obligadas a verificar la identidad de los interesados en
el procedimiento administrativo mediante la comprobacién de su nombre y
apellidos o denominacién o razén social, segin corresponda, que consten en
el Documento Nacional de Identidad o documento identificativo equivalente;
sin perjuicio de que los interesados puedan identificarse electrénicamente a
través de cualquier sistema que cuente con un registro previo como usuario
que permita garantizar su identidad.

En particular, serdn admitidos, los sistemas siguientes: los basados en certi-
ficados electrénicos reconocidos o cualificados de firma electrénica, o en sellos
electrénicos, expedidos por prestadores incluidos en la «Lista de confianza de
prestadores de servicios de certificacién» (31); y los de clave concertada o
cualquier otro que las Administraciones consideren vélido, dejando abierta, de
este modo, la posibilidad de introducir posibles avances tecnolégicos.

(31) Se entienden comprendidos entre los citados certificados electrénicos reconocidos
o cualificados los de persona juridica y de entidad sin personalidad juridica, de conformidad
con el articulo 9.2.q) de la LPC.
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La Ley especifica que cada Administracién podrd decidir si sélo acepta
alguno de estos sistemas para realizar determinados trdmites o procedimientos,
aunque la aceptacién de alguno de los sistemas de identificacién referidos en
dltimo lugar supone la de los anteriores; asi como que la admisién de alguno
de estos sistemas por la Administracién General del Estado servird para acre-
ditar frente a todas las Administraciones Publicas, salvo prueba en contrario, la
identificacién electrénica de los interesados en el procedimiento administrativo.

En relacién a la firma electrénica, los interesados podran firmar a través
de cualquier medio que permita acreditar la autenticidad de la expresién de
su voluntad y consentimiento, asi como la integridad e inalterabilidad del docu-
mento. En consecuencia, se consideran vélidos los sistemas de firma electrénica
reconocida o cualificada y avanzada basados en certificados electrénicos
reconocidos o cualificados de firma electrénica expedidos por prestadores
incluidos en la «Lista de confianza de prestadores de servicios de certificacién.

Se ha de clarificar que se entienden comprendidos entre los citados cer-
tificados electrénicos reconocidos o cualificados los de persona juridica y
de entidad sin personalidad juridica; los de sello electrénico reconocido o
cudlificado y de sello electrénico avanzado basados en certificados electré-
nicos reconocidos o cualificados de sello electrénico incluidos en la «lista de
confianza de prestadores de servicios de certificacién»; o cualquiera que las
Administraciones consideren vdlido.

En definitiva, cada Administracién Piblica, Organismo o Entidad, podrd
determinar si sélo admite algunos de estos sistemas para realizar determinados
trémites o procedimientos de su dmbito de competencia, y cuando los intere-
sados utilicen un sistema de firma de los sefialados su identidad se entenderd
acreditada mediante el propio acto de la firma.

La LPC, por tanto, regula el uso de los medios de identificacién y firma en
el procedimiento administrativo a los efectos de establecer el uso obligatorio de
firma para formular solicitudes, presentar declaraciones responsables o comuni-
caciones, interponer recursos, desistir de acciones y renunciar a derechos (32).

A fin de garantizar el derecho de los interesados a utilizar medios elec-
trénicos, las Administraciones han de poner a su disposicién los canales de
acceso que sean necesarios, asi como los sistemas y aplicaciones que en cada
caso se determinen, especialmente en lo referente a la identificacién y firma
electrénicas, presentacién de solicitudes a través del registro electrénico general
y obtencién de copias auténticas, a excepcién de los siguientes sujetos: las
personas juridicas; las entidades sin personalidad juridica; quienes ejerzan una
actividad profesional para la que se requiera colegiacién obligatoria, para

(32) Vid. articulo 11 de la LPC.
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los trémites y actuaciones que realicen con las Administraciones Pdblicas en
ejercicio de dicha actividad profesional, con inclusién de los notarios y regis-
tradores de la propiedad y mercantiles; quienes representen a un interesado
que esté obligado a relacionarse electrénicamente con la Administracién; y los
empleados de las Administraciones para los trdmites y actuaciones que realicen
con ellas por razén de su condicién de empleado piblico, en la forma en que
se determine reglamentariamente por cada Administracién.

No obstante, las Administraciones podrédn ordenar, reglamentariamente,
la obligacién de relacionarse con ellas a través de medios electrénicos para
determinados procedimientos y para ciertos colectivos de personas fisicas que
por razén de su capacidad econémica, técnica, dedicacién profesional u otros
motivos quede acreditado que tienen acceso y disponibilidad de los medios
electrénicos necesarios.

Por ofra parte, se regula la posibilidad de que si alguno de estos intere-
sados no dispone de los medios electrénicos necesarios, su identificacién o
firma electrénicas en el procedimiento administrativo podré ser vélidamente
realizada por un funcionario piblico mediante el uso del sistema de firma
electrénica del que esté dotado para ello.

En este supuesto, el interesado que carezca de los medios electrénicos
oportunos deberd identificarse ante el funcionario y prestar su consentimiento
expreso para esta actuacién, de lo que deberd quedar constancia para los
casos de discrepancia o litigio. A tales efectos, la Administracién General del
Estado, las Comunidades Auténomas y las Entidades Locales mantendrdn actua-
lizado un registro, u otro sistema equivalente, donde constardn los funcionarios
habilitados para la identificacién o firma electrénicas, plenamente interoperable
a los efectos de comprobar la validez de las citadas habilitaciones.

El régimen juridico expuesto ha de completarse con lo dispuesto en la
LRISP, ya que dedica su articulo 40 a los sistemas de identificacién de las
Administraciones Piblicas (33), el 43 a la firma electrénica del personal al
servicio de la Administracién, el 44 al intercambio de datos en entornos cerra-

(33) De conformidad con el articulo 40 de la LRJSP, las Administraciones Piblicas
podrén identificarse mediante el uso de un sello electrénico basado en un certificado elec-
trénico reconocido o cualificado que redna los requisitos exigidos por la legislacién de firma
electrénica. Estos certificados electrénicos deben incluir el némero de identificacién fiscal y la
denominacién correspondiente, asi como, en su caso, la identidad de la persona titular del
sello electrénico del correspondiente de érgano administrativo. La Ley exige que la relacién de
sellos electrénicos utilizados por cada Administracién Piblica, con indicacién expresa de las
caracteristicas de los certificados electrénicos y los prestadores que los expiden, sea pdblica
y accesible por medios electrénicos, debiendo cada Administracién adoptar las medidas
adecuadas para facilitar la verificacién de sus sellos electrénicos. Asimismo, se dispone que
se entenderd identificada la Administracién respecto de la informacién que se publique como
propia en su portal de internet.
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dos de comunicacién y el 45 al aseguramiento de la interoperabilidad de la
firma electrénica, cuestiones todas ellas de relevancia, en especial, cuando se
lleve a cabo una actuacién administrativa automatizada, es decir, la realizada
integramente a través de medios electrénicos por una Administracién en el
marco de un procedimiento administrativo y en la que no haya intervenido de
forma directa un empleado piblico. Tal es asi que la LRJSP regula, de manera
especifica, los sistemas de firma para este tipo de actuaciones: el sello elec-
trénico, basado en un certificado electrénico o cudlificado; o el cédigo seguro
de verificacién (34).

Finalmente, resta sefalar que la LPC, en su disposicién adicional segunda,
ha modificado el apartado 11 del articulo 3 de la Ley 59/2003 para ampliar
los sistemas de firma e identificacién en los términos previstos en la LPC y la
LRJSP; asi como que los distintos extremos que se acaban de exponer tienen una
clara incidencia en sede de contratacién publica dentro del objetivo general
de plena implementacién de las TICs.

3. La nueva regulacién de la representacion juridica: el apodera-
miento «apud acta» electrénico

La LPC regula, en su Titulo | dedicado a los interesados en el procedi-
miento (35), entre otras cuestiones, la figura de la representacién juridica. El
citado texto legal prevé como medio de acreditacién de la misma el apode-
ramiento «apud acta» presencial o electrénico. Este Gltimo ha de otorgarse
mediante comparecencia electrénica en la correspondiente sede de igual
carécter haciendo uso de los sistemas de firma electrénica previstos en la Ley
o mediante comparecencia personal en las oficinas de asistencia en materia
de registros.

En efecto, la LPC, en su articulo 5, prevé que los interesados con capaci-
dad de obrar podrdn actuar por medio de representante, entendiéndose con
éste las actuaciones administrativas, representacién que podrd acreditarse
mediante cualquier medio vdlido en Derecho que deje constancia fidedigna de

(34) Vid. articulos 42 y 43 de la LRJSP.

(35) El articulo 4 de la LPC contiene el siguiente concepto de interesado: « 1. Se consi-
deran interesados en el procedimiento administrativo: a) Quienes lo promuevan como titulares
de derechos o intereses legitimos individuales o colectivos. b) Los que, sin haber iniciado el
procedimiento, tengan derechos que puedan resultar afectados por la decisién que en el mismo
se adopte. c] Aquellos cuyos intereses legitimos, individuales o colectivos, puedan resultar afec-
tados por la resolucidn y se personen en el procedimiento en tanto no haya recaido resolucién
definitiva. 2. Las asociaciones y organizaciones representativas de intereses econémicos y
sociales serdn titulares de intereses legitimos colectivos en los términos que la Ley reconozca.
3. Cuando la condicién de interesado derivase de alguna relacién juridica transmisible, el
derecho-habiente sucederd en tal condicién cualquiera que sea el estado del procedimientos.
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su existencia. De este modo, para formular solicitudes, presentar declaracio-
nes responsables o comunicaciones, interponer recursos, desistir de acciones
y renunciar a derechos en nombre de otra persona, deberd acreditarse la
representacién, presumiéndose ésta respecto de actos y gestiones de mero
tramite.

La novedad del texto legal que nos ocupa reside en la posibilidad, como
se ha sefialado, de que la representacién realizada mediante apoderamiento
«apud acta» pueda realizarse por comparecencia personal o electrénica, en
la sede de igual naturaleza, o a través de la acreditacién de su inscripcién
en el registro electrénico de apoderamientos, con el que debe contar toda
Administracién Poblica, pudiendo las territoriales adherirse al del Estado en
aplicacién del principio de eficiencia.

Son dignos de mencién, asimismo, dos extremos: uno, que la falta o
insuficiente acreditacién de la representacién no impedird que se tenga por
realizado el acto de que se trate, siempre que se aporte aquélla o se subsane
el defecto dentro del plazo de diez dias que deberd conceder al efecto el
érgano administrativo, o de un plazo superior cuando las circunstancias del
caso asi lo requieran; y, dos, que las Administraciones podrén habilitar, con
cardcter general o especifico, a personas fisicas o juridicas autorizadas para
la realizacién de determinadas transacciones electrénicas en representacion
de los interesados. La citada habilitacién deberd especificar las condiciones y
obligaciones a las que se comprometen los que asi adquieran la condicién de
representantes, y determinard la presuncién de validez de la representacién
salvo que la normativa de aplicacién prevea ofra cosa.

La LPC dispone que la Administracién General del Estado, las Comunida-
des Auténomas y las Entidades Locales dispondrdn de un registro electrénico
general de apoderamientos, en el que deberdn inscribirse, al menos, los de
cardcter general otorgados apud acta, presencial o electrénicamente (36), por
quien ostente la condicién de interesado en un procedimiento administrativo
a favor de representante, debiendo constar el bastanteo realizado del poder.

A este respecto, se ha de sefialar que la LPC establece que, por Orden del
Ministro de Hacienda y Administraciones Piblicas se aprobardn, con cardcter
bdsico, los modelos de poderes inscribibles en el registro distinguiendo si per-
miten la actuacién ante todas las Administraciones; si bien, cada Comunidad
Auténoma aprobard los modelos de poderes inscribibles en el registro cuando
se circunscriba a actuaciones ante su respectiva Administracién. En el dmbito

(36) Los poderes inscritos en el registro tendrdn una validez determinada méxima de
cinco afos a contar desde la fecha de inscripcién, sin perjuicio de su revocacién o prérroga
por el poderdante, en cualquier momento antes de la finalizacién de dicho plazo, con una
duracién no superior a cinco afios.
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estatal, este registro serd el Registro Electrénico de Apoderamientos de la
Administracién General del Estado.

Es conveniente apuntar que los registros generales de apoderamientos no
impedirdn la existencia de registros particulares en cada Organismo donde
se inscriban los poderes otorgados para la realizacién de trdmites especificos
en el mismo siempre que sean plenamente interoperables entre si, de modo
que se garantice su inferconexién, compatibilidad informética y la transmisién
telemdtica de las solicitudes, escritos y comunicaciones que se incorporen a
los mismos, asi como con los registros mercantiles, de la propiedad y de los
protocolos notariales (37).

Se observa, entonces, que la interoperabilidad resulta un elemento clave en
este dmbito, como también la innovacién tecnoldgica, de ahi que, en atencién
a las dificultades que puedan plantearse de cardcter técnico o econémico, se
haya retrasado la entrada en vigor de la normativa al respecto, como se ha
indicado anteriormente.

4, La prevalencia del dato sobre el documento

Hemos de partir poniendo de manifiesto que la Directiva 24/2014/UE, en
su articulo 22.1, establece la utilizacién de las TICs en la contratacién pdblica
de manera generalizada en todo procedimiento de contratacién, fijando como
fecha limite, a tales efectos, el 18 de octubre de 2018 (38).

Por otra parte, el TRLCSP (39), en relacién a las actuaciones en el seno
de un procedimiento concreto, exige que las aplicaciones que se utilicen
para efectuar las comunicaciones, notificaciones y envios documentales entre
el licitador o contratista y el 6rgano de contratacién estén en disposicién de
poder acreditar la fecha y hora de su emisién o recepcién, la integridad
de su contenido y el remitente y destinatario de las mismas. En especial,
estas aplicaciones deben garantizar que se deja constancia de la hora y la
fecha exactas de la recepcién de las proposiciones o de las solicitudes de
participacién y de cuanta documentacién deba presentarse ante el érgano
de contratacién (40).

(37) El articulo 6 de la LPC, en su ndmero 3, acota la informacién que deben con-
tener los asientos que se realicen en los registros electrénicos generales y particulares de
apoderamientos.

(38) Vid. articulo 90 de la Directiva 24/2014/UE relativo a la transposicién y dispo-
siciones fransitorias.

(39) Vid. disp. adicional decimosexta del TRLCSP, que estd dedicada al uso de los
medios electrénicos, telemdticos e informdticos.

(40) Vid. el apartado 1.e) de la disp. adicional decimosexta del TRLCSP.
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No estd de més apuntar que el TRLCSP, en su nimero 151.4.c), contiene,
respecto de la notificacién, una remisién a la LAE, en concreto a sus articulos
28 y 59.4, referencia que deberd entenderse efectuada al articulo 43 de la
LPC, una vez se produzca la entrada en vigor de este texto legal.

Ademds, todos los actos y manifestaciones de voluntad de los érganos
administrativos o de las empresas licitadoras —que tengan efectos juridicos y
se emitan tanto en la fase preparatoria como en las fases de licitacién, adjudi-
cacién y ejecucién del contrato— han de ser autenticados mediante una firma
electrénica —de ahi la relevancia de las previsiones contenidas en la LPC a
las que se ha hecho referencia en un epigrafe anterior—.

No obstante, se ha de matizar que, aunque se opta por la presentacién
de documentos por medios electrénicos, se exige a los licitadores la aportacién
de los documentos, certificados y declaraciones que no estén disponibles en
forma electrénica antes de que expire el plazo previsto para la presentacién
de ofertas o de solicitudes de participacién (41); licitadores a los que los
érganos de contratacién estdn facultados para exigir su previa inscripcién en
el Registro Oficial de Licitadores y Empresas Clasificadas (42), como se explica
en el epigrafe siguiente.

En otro orden de cosas, los formatos de los documentos electrénicos que
integran los expedientes de contratacién deben ajustarse a especificaciones
pUblicamente disponibles y de uso no sujeto a restricciones que garanticen la
libre y plena accesibilidad durante el plazo por el que deba conservarse el
expediente.

Asimismo, se ha de concretar, por una parte, que la competencia para
definir las especificaciones técnicas de las comunicaciones de datos que deban
efectuarse, y para establecer los modelos que deban utilizarse, corresponde al
Ministro de Economia y Hacienda mediante Orden; y, por otra, que la LCSP,
en su disp. adicional decimonovena, impuso la obligacién de aprobar, en el
plazo méximo de un afio desde su entrada en vigor, las normas de desarro-
llo necesarias para hacer posible el uso de las facturas electrénicas en los

(41) En los procedimientos de adjudicacién de contratos, conforme al apartado h)
del nimero primero de la disp. adicional decimosexta del TRLCSP, el envio por medios
electrénicos de las ofertas puede hacerse en dos fases: transmitiendo primero la firma
electrénica de la oferta, con cuya recepcién se considerard realizada su presentacién a
todos los efectos, y después la oferta propiamente dicha en 24 horas; aunque de no veri-
ficarse esta segunda remisién, en plazo, se entenderd que la oferta ha sido retirada. Se
ha de puntualizar que las copias electrénicas de los documentos que deban incorporarse
al expediente, autenticadas con la firma electrénica reconocida del érgano administrativo
habilitado para su recepcién, surtirdn iguales efectos y tendrdn igual valor que las copias
compulsadas de esos documentos.

(42) Vid. disp. adicional decimosexta del TRLCSP.
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contratos que se celebrasen por las entidades del sector piblico estatal, tarea
materializada en el RCSP (43).

Puede observarse que la necesidad de desarrollo reglamentario, determi-
nado por los avances tecnolégicos en muchos casos, implica que el TRLCSP
confenga una regulacién inacabada de la utilizacién de las TICs, a lo que hay
que sumar su cardcter diseminado en relacién a miltiples extremos: la gestién
de la publicidad contractual electrénica, la certificacién emitida por los Regis-
tros Oficiales de Licitadores y Empresas Clasificadas, el perfil de contratante,
las proposiciones en el procedimiento abierto, las solicitudes de participacién
en los procedimientos restringido, negociado y en el didlogo competitivo, la
constitucién de las garantias, los expedientes de tramitacién urgente, la subasta
electrénica, los sistemas dindmicos de contratacién, y los contratos de uso de
bases de datos y de suscripcién de publicaciones.

Pero es que, como ya se ha avanzado, la LPC tiene un titulo especifico,
el segundo, dividido en dos capitulos, dedicado a la actividad de las Admi-
nistraciones Piblicas, en el que se regulan cuestiones aplicables a todo proce-
dimiento administrativo. De hecho, el capitulo primero, referido a las normas
generales de actuacién, identifica, de forma novedosa, los sujetos obligados a
relacionarse electrénicamente con las Administraciones Piblicas (44), e impone
a las Administraciones Pdblicas el deber de contar con un registro electrénico
general —o adherirse al de la Administracién General del Estado—, al que
corresponderd la asistencia a la red de oficinas en materia de registros, que
permitird a los interesados presentar sus solicitudes en papel para su conversién
a formato electrénico.

En el mismo capitulo, la LPC regula el régimen de validez y eficacia de las
copias a los efectos de simplificar el actual régimen y de definir los requisitos
necesarios para que una copia sea auténtica, las caracteristicas que deben
reunir los documentos emitidos por las Administraciones Piblicas para ser
considerados vdlidos (45), asi como los que deben presentar los interesados

(43) El TRLCSP dedica su disp. final cuarta a la habilitacién normativa en materia
de uso de medios electrénicos, informdticos o telemdticos, y de la factura electrénica, en los
mismos términos que su antecesora, la LCSP. Sobre esta materia, vid. A. PALOMAR OWMEDA y J.
VAzauez GARRANZO (2014).

(44) Vid. articulo 14.2 de la LPC.

(45) De conformidad con el articulo 26 de la LPC, «1. Se entiende por documentos
publicos administrativos los vdlidamente emitidos por los érganos de las Administraciones
Péblicas. Las Administraciones Piblicas emitirén los documentos administrativos por escrito,
a través de medios electrénicos, a menos que su naturaleza exija otra forma mds adecuada
de expresién y constancia. 2. Para ser considerados vdlidos, los documentos electrénicos
administrativos deberdn: a) Contener informacién de cualquier naturaleza archivada en un
soporte electrénico segin un formato determinado susceptible de identificacién y tratamiento
diferenciado. b) Disponer de los datos de identificacién que permitan su individualizacién, sin
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al procedimiento, determinando con cardcter general la obligacién de las
Administraciones Pdblicas de no requerir documentos ya aportados por los
interesados, elaborados por las distintas Administraciones u originales, salvo
las excepciones contempladas en la Ley. De este modo, el interesado podrd
presentar con cardcter general copias de documentos, ya sean digitalizadas
por el mismo o presentadas en soporte papel.

La LPC dispone que tendrdn la consideracién de copia auténtica de un
documento puiblico administrativo o privado las realizadas, cualquiera que
sea su soporte, por los érganos competentes de las Administraciones Piblicas,
siempre que quede garantizada la identidad del érgano que ha emitido la
copia y su contenido.

Toda copia auténtica tendrd la misma validez y eficacia que los docu-
mentos originales, de modo que, para garantizar la identidad y contenido
de las copias electrénicas o en papel, las Administraciones Piblicas debe-
rdn ajustarse a lo previsto en el Esquema Nacional de Interoperabilidad, el
Esquema Nacional de Seguridad y sus normas técnicas de desarrollo, asi
como a determinadas reglas de cardcter técnico contenidas en el apartado 3
del articulo 26 de la LPC.

Se ha de resaltar que las copias auténticas de documentos privados sur-
ten, Onicamente, efectos administrativos; mientras que las realizadas por una
Administracién Pdblica tendrén validez en las restantes Administraciones (46).

De conformidad con lo expuesto, los interesados podrén requerir la expe-
dicién de copias auténticas de documentos pulblicos, en cualquier momento,
mediante solicitud dirigida al érgano que emitié el documento original,
debiendo emitirse —salvo las excepciones derivadas de la aplicacién de la
Ley 19/2013 (47)- en el plazo de quince dias a contar desde la recepcién
de la solicitud en el registro electrénico de la Administracién v Organismo
competente.

Igualmente, las Administraciones deberdn despachar copias auténticas
electrénicas de cualquier documento en papel que presenten los interesados

perijuicio de su posible incorporacién a un expediente electrénico. c| Incorporar una referencia
temporal del momento en que han sido emitidos. d) Incorporar los metadatos minimos exigidos.
e) Incorporar las firmas electrénicas que correspondan de acuerdo con lo previsto en la nor-
mativa aplicable. Se considerardn vélidos los documentos electrénicos, que cumpliendo estos
requisitos, sean trasladados a un tercero a través de medios electrénicos. 3. No requerirdn
de firma electrénica, los documentos electrénicos emitidos por las Administraciones Piblicas
que se publiquen con cardcter meramente informativo, asi como aquellos que no formen parte
de un expediente administrativo. En todo caso, serd necesario identificar el origen de estos
documentos.
(46) Vid. articulo 27.1 de la LPC.

(47) Sobre las limitaciones al derecho de acceso, vid. articulos 14 a 16 de la LTBG.
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y que se vaya a incorporar a un expediente administrativo, haciendo constar
tal circunstancia. Se ha de subrayar que la diligencia de copias auténticas
de documentos publicos notariales, registrales y judiciales, y de los diarios
oficiales, se rige por su legislacién especifica.

Destaca, igualmente, la obligacién de las Administraciones Piblicas de
contar con un registro u ofro sistema equivalente que permita dejar constancia
de los funcionarios habilitados para la realizacién de copias auténticas, de
forma que se garantice que las mismas han sido expedidas adecuadamente,
y en el que, si asi decide, podrén figurar también conjuntamente los funciona-
rios dedicados a asistir a los interesados en el uso de medios electrénicos, no
existiendo impedimento a que un mismo funcionario tenga reconocida ambas
funciones o sélo una de ellas.

La LPC dispone, asimismo, que los interesados deberdn aportar al proce-
dimiento administrativo los datos y documentos exigidos por las Administracio-
nes Pdblicas, ademds de los que consideren conveniente, de acuerdo con lo
dispuesto en la normativa aplicable, pero no estardn obligados a proporcionar
documentos que hayan sido elaborados por cualquier Administracién, con
independencia de que su presentacién tenga cardcter preceptivo o facultativo
en el procedimiento de que se trate, siempre que el interesado haya expresado
su consentimiento a que sean consultados o recabados dichos documentos.

Es conveniente concretar que la LPC prevé la presuncién de autorizacién
de la consulta u obtencién por el interesado excepto cuando conste su opo-
sicién expresa o la ley especial aplicable requiera consentimiento de igual
cardcter (48), extremo en el habrd que estar a lo dispuesto en un futuro en la
normativa de contratacién pdblica.

En ausencia de oposicién del interesado, las Administraciones Piblicas
deberdn recabar los documentos electrénicamente a través de sus redes cor-
porativas o mediante consulta a las plataformas de intermediacién de datos u
otros sistemas electrénicos habilitados al efecto.

Se ha de poner de manifiesto que el TRLCSP regula, para prestar los
distintos servicios asociados al tratamiento informdtico de datos, la Plataforma
de Contratacién del Estado (49) —que ha de contar con un dispositivo para
acreditar fehacientemente el inicio de la difusién poblica de la informacién
que se incluya en la misma—, cuya responsabilidad se atribuye a la Junta
Consultiva de Contratacién Administrativa.

(48) Vid. articulo 28 de la LPC.

(49) Las instrucciones para operar en la Plataforma estén contenidas en la Orden
EHA/1220/2008, de 11 de abril. Vid. el Dictamen 31/2011, de 21 de junio, de la JCCA
sobre la obligatoriedad de integrar el perfil de contratante de los organismos y entidades del
sector publico estatal en la Plataforma, asi como las informaciones a publicar en la misma.
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Dicha plataforma tiene como finalidad dar publicidad a través de Internet
de las convocatorias de licitaciones y sus resultados, y de cuanta informacién
consideren relevante relativa a los contratos que celebren. De este modo, se
impone que los perfiles de contratante de los 6rganos de contratacién del
sector publico estatal estén integrados en esta Plataforma, gestiondndose y
difundiéndose exclusivamente a través de la misma (50).

El acceso de los interesados a la Plataforma, que ha de interconectarse con
los servicios de informacién similares que articulen las Comunidades Auténomas
y las Entidades locales en la forma que se determine en los convenios que se
concluyan al efecto, ha de realizarse a través de un portal Unico.

Se ha de puntualizar que la LPC se ocupa de manera especifica de la
aportacién de informes preceptivos elaborados por un érgano administrativo
distinto al que tramita el procedimiento. En estos supuestos, los informes debe-
rdn ser remitidos en el plazo de diez dias a contar desde su solicitud que,
una vez transcurridos, obligan a informar al interesado de que puede aportar
este informe o esperar a su remisién por el 6rgano competente. De este modo,
la Ley incluye como solucidn, ante el incumplimiento del plazo por el érgano
encargado de la emisién del informe, el traslado al interesado de la carga de
la aportacién del mismo con la consiguiente demora procedimental.

Ademds, la LPC dispone que las Administraciones Pdblicas no requerirdn
a los interesados datos o documentos no exigidos por la normativa regula-
dora aplicable o que hayan sido aportados anteriormente por el interesado
a cualquier Administracién. A estos efectos, el interesado deberd indicar en
qué momento y ante que érgano administrativo presenté los documentos en
cuestion, debiendo las Administraciones Piblicas recabarlos electrénicamente
Excepcionalmente, si las Administraciones no pudieran recabar los documentos,
podrén solicitar nuevamente al interesado su aportacién.

En el supuesto de que la Administracién solicitara al interesado la pre-
sentacién de un documento original y éste estuviera en formato papel, aquél
deberd obtener una copia auténtica, segin los requisitos establecidos en el
articulo 27, con carécter previo a su presentacién electrénica que reflejard
esta circunstancia. Por tanto, cuando la relevancia del documento lo exija
o existan dudas derivadas de la calidad de la copia, las Administraciones
podrén solicitar de manera motivada el cotejo de las copias aportadas por el
interesado, para lo que podrdn requerir la exhibicién del documento o de la
informacién original.

Por Gltimo se ha de sefialar que el capitulo Il de la LPC, bajo la ribrica,
«términos y plazos», establece las reglas para su cémputo, ampliacién o la

(50) Vid. articulo 334 del TRLCSP.
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tramitacién de urgencia. Como principal novedad destaca la introduccién del
cémputo de plazos por horas y la declaracién de los sébados como dias
inhdbiles, unificando de este modo el cémputo de plazos en el dmbito judicial
y el administrativo.

Puede afirmarse, entonces, que la materia abordada regulada en la LPC
tiene una clara incidencia en sede de contratacién piblica, asi como que el
uso de los medios electrénicos, informdticos y telemdticos en este sector, para
su efectividad, ha de garantizar que éstos estén a disposicién del pdblico,
sean no discriminatorios y conformes a estdndares abiertos de uso general y
amplia implantacién (51). Los citados medios deben garantizar, en todo caso,
la integridad de los datos transmitidos y que Gnicamente tengan acceso a éstos
los érganos competentes, en la fecha indicada para ello, y que en caso de

quebrantamiento de esta Gltima limitacién la violacién pueda detectarse con
claridad (52).

5. La interoperabilidad como clave de la innovacién tecnolégica

Como se ha expuesto anteriormente en los distintos epigrafes y en relacién
a moltiples extremos, tanto la LPC y la LRISP como la normativa europea contie-
nen disposiciones especificas destinadas a garantizar la interoperabilidad, en la
medida que ésta resulta imprescindible para la comunicacién eficaz de datos.

En este sentido, se ha de constatar que la LPC (53) impone a las Adminis-
traciones el deber de mantener un archivo electrénico Gnico de los documentos
que correspondan a procedimientos finalizados, cuyos expedientes deberan ser
custodiados en un formato que permita garantizar la autenticidad, integridad
y conservacién de los documentos, asi como su consulta con independencia
del tiempo transcurrido desde su emisién.

En definitiva, deberd afianzarse la posibilidad de trasladar los datos a
otros formatos y soportes que garanticen el acceso desde diferentes aplica-
ciones; toda vez que los medios o soportes en que se almacenen documentos

(51) Ladisp. final cuarta del TRLCSP autoriza al Ministro de Economia y Hacienda para
aprobar, previo dictamen del Consejo de Estado, las normas de desarrollo de la disp. adi-
cional decimosexta que puedan ser necesarias para hacer plenamente efectivo el uso de
medios electrénicos, informdticos o telemdticos en los procedimientos regulados en el mismo,
y para definir mediante Orden las especificaciones técnicas de las comunicaciones de datos
que deban efectuarse y los correspondientes modelos que a tales efectos hayan de utilizarse.

(52) Estos sistemas deben ofrecer suficiente seguridad, de acuerdo con el estado de la
técnica, frente a los virus informdticos y oftro tipo de programas o cédigos nocivos, pudiendo
establecerse reglamentariamente otras medidas que, respetando los principios de confiden-
cialidad e integridad de las ofertas e igualdad entre los licitadores, se dirijan a minimizar su
incidencia en los procedimientos.

(53) Vid. articulo 17 de la LPC.
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deberdn contar con medidas de seguridad —de acuerdo con lo previsto en
el Esquema Nacional de Seguridad— que garanticen la integridad, autentici-
dad, confidencialidad, calidad, proteccién y conservacién de los documentos
almacenados. En concreto, se dispone de manera expresa que ha de sal-
vaguardarse, en todo caso, la identificacién de los usuarios y el control de
accesos, asi como el cumplimiento de las garantias previstas en la legislacién
de proteccién de datos.

En relacién a esta materia, es preciso referir que, ya en su momento, la
LCSP articulé un sistema oficial central de informacién sobre la contratacién
pUblica en Espafia, mantenido por el TRLCSP, a través del Registro de Contratos
del Sector Piblico —dependiente del Ministerio de Economia y Hacienda, en
el que han de inscribirse los datos bdsicos de los contratos adjudicados por
las distintas Administraciones y demds entidades del sector piblico—.

Este Registro constituye el soporte para el conocimiento, andlisis e investi-
gacién de la contratacién piblica, para la estadistica en materia de contratos
de igual cardcter, para el cumplimiento de las obligaciones internacionales de
Espafia concernientes a la informacién sobre este sector, para las comunica-
ciones de los datos sobre contratos a ofros érganos de la Administracién que
estén legalmente previstas y, en general, para la difusién piblica de dicha
informacién de conformidad con el principio de transparencia (54).

El TRLCSP regula el mencionado Registro como el instrumento de los
poderes piblicos para la revisién y mejora continuas de los procedimientos
y prdcticas de la contratacién piblica, el andlisis de la calidad, fiabilidad
y eficiencia de sus proveedores, y la supervisién de la competencia y de la
transparencia en los mercados publicos.

Por ello, se impone a los érganos de contratacién de todas las Adminis-
traciones Pdblicas, y demds entidades incluidas en el dmbito de aplicacién
del TRLCSP, la obligacién de comunicar al Registro de Contratos del Sector
Péblico, para su inscripcién, los datos bdsicos de los contratos adjudicados,
asi como sus modificaciones, prérrogas, variaciones de plazos o de precio, su
importe final y extincién. Es necesario sefialar que el RCSP regula el contenido
de dichas comunicaciones y el plazo para efectuarlas, que no debe exceder
de la finalizacién del primer trimestre del afio siguiente al que corresponda la
informacién de cada ejercicio (55).

(54) Vid. articulos 333 y ss. del TRLCSP.

(55) Vid., respecto de la comunicacién de datos, la disp. transitoria primera del RCSP y
el articulo 31. 2 y 3 del RCSP. Se ha de sefalar que el RCSP precisa, en su Anexo |, los dafos
referidos a la adjudicacién de los contratos que han de comunicarse al Registro de Contratos
del Sector Piblico comunes para cualquier tipo contractual: tipo, afio, Administracién y érgano
contratante; cédigo identificador del contrato; lugar de ejecucién; objeto y cédigo CPV del
mismo; indicacién de la contratacién por lotes, del contrato mixto, del acuerdo marco, del
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El Registro de Contratos del Sector Publico ha de facilitar el acceso a sus
datos de modo telemdtico a los 6rganos de la Administracién que los precisen
para el ejercicio de sus competencias legalmente atribuidas y, en particular, a
los competentes en materia de fiscalizacién del gasto o inspeccién de tributos,
en la forma en que reglamentariamente se determine; sin perjuicio de que se
posibilite el acceso piblico a la informacién que no tenga cardcter confiden-
cial y que no haya sido previamente publicada de modo telemdtico y a través
de Internet, con las limitaciones que imponen las normas sobre proteccién de
datos de cardcter personal.

En aquellos supuestos en que las Administraciones Piblicas dispongan
de Registros de Contratos andlogos en su dmbito de competencias, la trans-
ferencia de datos mencionada puede ser sustituida por comunicaciones entre
los respectivos Registros, una vez que el Ministerio de Economia y Hacienda
determine reglamentariamente las especificaciones y requisitos para la sincro-
nizacién de datos entre el Registro de Contratos del Sector Piblico y los demés
Registros de Contratos.

El RCSP, aparte de regular en su capitulo Il el régimen organizativo, con-
tenido y procedimientos de inscripcién y certificacién del Registro, encomienda
al Ministro de Economia y Hacienda la aprobacién de la Orden Ministerial
que acuerde la puesta en funcionamiento de la aplicacién informdtica desa-
rrollada al efecto (56), deber plasmado en la Orden 1490/2010, de 28

contrato complementario, de la publicidad en diarios, boletines o medios empleados, y fechas
de publicacién, y de la tramitacién ordinaria, urgente o de emergencia; el procedimiento de
tramitacién; los importes del contrato (de licitacién, de adjudicacién, anualidades e importes
unitarios, en su caso); el plazo de ejecucién; el cardcter plurianual; la revisién de precios
establecida; el contratista; y las fechas de adjudicacién y de formalizacién del contrato. Asi-
mismo, el citado Anexo contiene la obligacién de remitir determinados datos dependiendo de
la modalidad contractual: en relacién al contrato de obra, la férmula o férmulas de revisién de
precios y la clasificacién exigida; en cuanto a los concesién de obra piblica, las aportaciones
pUblicas a la construccién y el plazo de la concesién; para los contratos de gestién de servicios
piblicos, las modalidades de contratacién y las que determinan el importe del contrato y su
duracién; si se trata de contratos de suministro, el tipo, los precios unitarios y el pais de origen
de los productos adquiridos; para los contratos de servicios, la modalidad de determinacién del
precio y la clasificacién exigida; para los contratos adjudicados por procedimiento negociado,
la indicacién del supuesto de aplicacién que amparé el uso del procedimiento y el nimero
de invitaciones cursadas. Los datos referidos a las modificaciones, prérrogas, variaciones de
plazos o de precio del contrato que han de comunicarse al Registro estatal comunes a todo
tipo contractual son el cédigo identificador, el importe de la modificacién o modificaciones,
y la variacién del plazo de ejecucién; mientras que para los contratos de concesién de obra
pUblica y de gestidn de servicios piblicos se exige la constancia de la modificacién del plazo
de duracién. Finalmente, los datos referidos al importe final y a la extincién del contrato que
han de hacerse constar son: el importe final del contrato por todos los conceptos, referido al
momento de su conclusién, la causa y fecha de resolucién.
(56) Vid. disp. final octava del RCSP.
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de mayo (57). Dicha norma contiene dos Anexos: el primero relativo a los
formatos admisibles inicialmente para los documentos electrénicos aportados
y el segundo a las especificaciones aplicables a los certificados electrénicos
emitidos por el Registro.

La mencionada Orden articula, ademds, la puesta en funcionamiento de la
aplicacién informética que constituye el soporte operativo del Registro Oficial de
Licitadores y Empresas Clasificadas del Estado y su funcionamiento, asi como los
procedimientos necesarios para su utilizacién por los empresarios, los érganos
de contratacién —que podrdn acceder en todo momento a las certificaciones
del Registro relativas a las empresas que concurren a sus procedimientos de
contratacién en curso— y los demds interesados (58).

La inscripcién en el Registro Oficial de Licitadores y Empresas Clasifica-
das del Estado acredita frente a todos los 6rganos de contratacién del sector
pUblico, a tenor de lo en él reflejado y salvo prueba en contrario, las condi-
ciones de aptitud del empresario en cuanto a su personalidad y capacidad
de obrar, representacién, habilitacién profesional o empresarial, solvencia
econdmica y financiera, y clasificacién, asi como la concurrencia o no concu-
rrencia de las prohibiciones de contratar que deban constar en el mismo (59).

Es conveniente puntualizar que el Registro estatal es compatible con los
Registros Oficiales de Licitadores y Empresas Clasificadas de las distintas Comu-
nidades Auténomas, que acreditardn idénticas circunstancias a efectos de la
contratacién con las mismas, con las entidades locales incluidas en su dmbito
territorial, y con los restantes entes, organismos o entidades del sector piblico
dependientes de una y otras.

Las solicitudes de inscripcién y las comunicaciones dirigidas por los inte-
resados al Registro exigen, como no podia ser de otro modo, la acreditacién
de la identidad de la persona que accede al mismo (60), materia regulada en
la LPC, como ya se ha puesto de manifiesto en un epigrafe anterior.

(57) La Orden tiene como objetivo que el Registro se despliegue «de modo totalmente
electrénico y accesible a través de Internet por todas las partes interesadas, beneficidndose
de este modo de la inmediatez y ubicuidad de este medio, asi como de las tecnologias,
interfaces y herramientas normalizadas de uso comin en la sociedad actual, sin perjuicio
de la posibilidad de expedicién de certificaciones impresas en soporte papel cuando asi se
solicite por el interesado».

(58) La Orden regula el acceso al Registro por los érganos de contratacién y demds
inferesados en sus articulos 8 y 9 respectivamente.

(59) Vid. articulos 61.bis y 83 y ss. del TRLCSP.

(60) La acreditacién de la identidad puede efectuarse mediante el uso del certificado
electrénico del Documento Nacional de Identidad Electrénico, del certificado electrénico de
persona fisica emitido por la Fabrica Nacional de Moneda y Timbre-Real Casa de la Moneda
(FNMTRCM), o de ofro certificado electrénico expresamente aceptado para su uso en las
relaciones de los interesados con el Registro.
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Se ha de explicitar que, dado el carécter poblico de dicho Registro, la
presentacién de toda solicitud de inscripcién —que ha de incluir la designacién
de la direccién de correo electrénico que el interesado elija para la recepcién
de las comunicaciones relativas a su tramitacién o a las eventuales incidencias
posteriores— lleva implicita la autorizacién para la consulta publica de los
datos que se inscriban, consulta que podréd ser realizada en los términos esta-
blecidos en el TRLCSP, en el articulo 3 de la LRJI-PAC —precepto que tiene su
equivalente en el mismo ndmero de la LRISP— y en las normas que desarrollen
o complementen estos preceptos.

Los distintos documentos intercambiados entre los interesados y el Regis-
tro que nos ocupa, a excepcién de los emitidos en soporte papel con cardcter
excepcional (61), son creados y transmitidos de modo electrénico posibili-
tando su uso por personas y por procesos automatizados, y su organizacién,
archivo, recuperacién y conservacién con garantias de legibilidad a largo
plazo. En consecuencia, pueden acceder al Registro todos aquellos que ten-
gan interés legitimo en conocer sus pronunciamientos en la forma prevista
en el articulo 37 de la LRJ-PAC cuyo contenido coincide con el nimero 13.d)

de la LPC (62).

La inscripcién en el Registro Oficial de Licitadores y Empresas Clasificadas
del Estado permite sustituir la presentacién de las documentaciones a que se
refiere el articulo 146.1 del TRLCSP por una certificacién expedida por aquél,
acompaiiada de una declaracién responsable formulada por el licitador en
la que se manifieste que las circunstancias reflejadas en el certificado no han
experimentado variacién; sin perjuicio de que los érganos y mesas de con-
tratacién puedan comprobar que los datos y circunstancias que figuran en la
certificacién siguen siendo coincidentes con los que recoja el Registro.

Por tanto, la expedicién electrénicamente de la certificacién por el Registro
Oficial de Licitadores y Empresas Clasificadas del Estado depende de que en
los pliegos o en el anuncio del contrato no se disponga lo contrario; aunque

(61) La Orden prevé la posibilidad de aportar documentos en soporte papel o en forma
electrénica y, en el primer caso, aquéllos han de ser digitalizados para su incorporacién al
Registro en tanto que, en el segundo, la autenticidad de los mismos debe ser garantizada
mediante la incorporacién de la firma electrénica, garantia también de integridad, proporcio-
nada por quien los suscribe o emite, o mediante su comunicacién directa y verificada desde
su fuente. Las especificaciones de firma de los documentos han de ajustarse a lo dispuesto en
los Reales Decretos 3/2010y 4/2010, de 8 de enero, por los que se regulan respectivamente
el Esquema Nacional de Seguridad y el Esquema Nacional de Interoperabilidad en el dmbito
de la Administracién Electrénica.

(62) El articulo 13.d) de la LPC reconoce entre los derechos de las personas en sus
relaciones con la Administracién el de acceso a la informacién piblica, archivos y registros,
de acuerdo con lo previsto en la LTBG vy el resto del Ordenamiento Juridico.
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cuando los pliegos o el anuncio del contrato lo prevean, la incorporacién
del certificado al procedimiento podré efectuarse de oficio por el érgano de
contratacién o por aquel al que corresponda el examen de las proposiciones
soliciténdolo directamente al Registro (63).

En definitiva, se observa como los distintos Registros ocupan un papel
relevante respecto de la publicidad y la comunicacién de datos relativos a la
contratacién pdblica, extremos en los que resulta clave la interoperabilidad.
Constatada esta circunstancia, resta formular una conclusién final a modo de
cierre.

Ill. CONCLUSION FINAL

Hemos de partir de la aseveracién de que el panorama normativo de
la contratacién pdblica electrénica se caracteriza, en estos momentos, por la
novedad y la existencia de tareas legislativas pendientes.

Dejando al margen la incertidumbre que puede implicar la citada situa-
cién, lo cierto es que ésta constituye un reto para el legislador en aras a
infroducir cambios que supongan mejoras significativas respecto del régimen
juridico vigente, hasta la fecha, disperso e inconcluso.

Sin embargo y como se ha sefialado en este trabajo, la plena implantacién
del contenido de la LAE en la contratacién poblica, y en un futuro de la LPC
y la LRJSP, sigue pendiente. Habrd que esperar a la transposicién del paquete
normativo europeo para conocer si la legislacién especial va a contener la
regulacién juridica detallada de la materia, atribuyendo a la normativa general
cardcter supletorio, como hasta el momento, o si los distintos textos legales
van a integrarse de manera coordinada. Resulta dificil vislumbrar un régimen
juridico unitario cuando, de entrada, la aprobacién de la LPC y la LRJSP ya
han generado una bifurcacién en el camino.

Como se ha tenido ocasién de exponer, la normativa europea apuesta, en
este dmbito, por la eliminacién de cualquier barrera u obstéculo impeditivo de
la interoperabilidad y de la fragmentacién del mercado, objetivo que exige un
marco juridico eficaz que posibilite la implementacién generalizada de las TICs
en la contratacién piblica, el incremento de la transparencia y la correccién
de la lacra de la corrupcién en este sector.

(63) Vid. los articulos 19 y 20 del RCSP, que regulan los efectos de la inscripcién en
el Registro Oficial de Licitadores y Empresas Clasificadas y las certificaciones relativas a las
inscripciones respectivamente.
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